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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO


    SALA LABORAL

          PEREIRA - RISARALDA


ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintisiete de enero de dos mil nueve (2009).                            
Acta N° 0002 de enero 27 de 2009.

La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira se reunió para proferir sentencia de Primera instancia en la acción de tutela iniciada por Miguel Antonio Álvarez Álvarez contra la Presidencia de la República, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Ministerio de Educación, Departamento Administrativo de la Función Pública y la Universidad Tecnológica de Pereira. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento.

Presenta la parte actora en la acción de tutela, los siguientes,
HECHOS

1- Indica que se encuentra laborando en la Universidad Tecnológica de Pereira, desde el 5 de mayo de 1976 y actualmente desempeña el cargo de profesor titular de tiempo completo.
2- Durante el cuatrienio comprendido entre los años 2002 y 2006, el Gobierno Nacional realizó ajustes a los sueldos superiores a dos (2) s.m.l.v, incrementos salariales decretados, que al ser acumulados terminaron siendo inferiores al índice conjunto de inflación en el mismo cuatrienio.
3- Para alcanzar la actualización plena del salario del actor, de conformidad con el índice acumulado de inflación, en el año 2006 el valor del punto se debió ajustar en 10.95% y no en el 5% como efectivamente se hizo, para alcanzar así el I.P.C. acumulado de 26.03% en el cuatrienio.
Lo ajustado en el año 2006 está en un 6.76% por debajo del índice acumulado de inflación correspondiente al cuatrienio 2002 – 2006.

DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violados los derechos fundamentales a la igualdad, trabajo en condiciones dignas y justas y al salario mínimo vital y móvil.

PRETENSIONES

A- Decretar el ajuste salarial necesario para garantizar la actualización plena de su salario al año 2008.

B- El reconocimiento y pago de los salarios que se le adeuden correspondientes al año 2006, como consecuencia de la diferencia existente entre el ajuste hecho en el año 2006 y el que el Gobierno debió hacer en ese año, de acuerdo al índice acumulado de inflación durante el cuatrienio 2002 – 2006.

C- Reliquidación y pago de los salarios que le deban, referentes a los años 2007 y 2008, como consecuencia de haber hecho la liquidación del ajuste anual de los mismos sobre una base inferior a la debida.
PRECEDENTES

La acción de tutela fue presentada a este Despacho el día 13 de enero de 2009, folio 41, avocándose su conocimiento en la misma fecha, y dándosele a las partes dos (2) días para que se pronuncien respecto a los hechos de la demanda, folio 42.
La Presidencia de la República contesta la acción de tutela, expresando: “que no procede la presente acción ya que el actor posee otro medio judicial de defensa, de conformidad con el numeral 1° del articulo 6° del Decreto 2591 de 1991.”
Agrega, que es una extravagancia jurídica que prospere una tutela para dirimir un conflicto laboral o económico, con base en el supuesto perjuicio irremediable.

Indica que el actor no puede coadministrar la res publicum y erigirse en ordenador del gasto.

Cita sentencia C – 1017 de 2005 diciendo que tales reembolsos no constituyen una deuda del Estado con cada servidor público, sino que se trata de un ahorro fiscal.

Finalmente agrega que la tutela debe interponerse en un término razonable, y cita jurisprudencia en ese sentido.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público respondió igualmente la acción de tutela, folios 49 al 63, afirmando que según las sentencias C - 1017 de 2003 y C - 931 de 2004, los ajustes anuales no constituyen una deuda a cargo del Estado, sino un ahorro para hacer sostenible el gasto social.

Sostiene que se violó el principio de inmediatez puesto que desde el año 2002, se vienen efectuando los supuestos desajustes y la tutela se presenta el 18 de diciembre de 2008.

Transcribe la sentencia T – 717 de 1996, según la cual “La tutela no puede ser el instrumento útil para disponer el cumplimiento de ciertas obligaciones, si ello supone una intromisión en decisiones que solo a ellas le competen …”

Manifiesta que de acuerdo a la sentencia T – 645 de 2006, es improcedente la tutela contra actos de carácter general, impersonal y abstracto, contándose con otros mecanismos de defensa judicial, como son las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho.

Conceptúa que no existe un perjuicio irremediable, porque el accionante se encuentra laborando y recibiendo su salario normalmente.
La Universidad Tecnológica de Pereira, igualmente contesta la acción de tutela, diciendo que ha cumplido estrictamente las decisiones salariales adoptadas por el Gobierno.

Se opone al perjuicio irremediable pues el actor no está en condiciones de debilidad manifiesta, ni se le ha afectado el mínimo vital.

Finalmente expresa que no le ha violado ningún derecho fundamental al actor.

El Departamento Administrativo de la Función Pública responde la acción de tutela, en términos similares a como lo hizo el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

El Ministerio de Educación Nacional, se pronuncia sobre la acción de tutela, diciendo que su carácter es subsidiario y que solo procede cuando no se tenga otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Expresa que el perjuicio no es irremediable y existen las acciones legales para reclamar.

Indica que no es posible mediante la acción de tutela, reformar una ley o un decreto, por ser de carácter general, impersonal y abstracto.

Y en el caso concreto se dirige a modificar, adicionar o corregir el Decreto 610 de 1998.

Finalmente solicita desvincular al Ministerio de Educación Nacional de esta acción de tutela.

CONSIDERACIONES

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Como ya se dijo, el actor considera que se le han violado los derechos fundamentales a la igualdad, trabajo, al salario mínimo vital y móvil, por cuanto la Universidad Tecnológica de Pereira: “Ha efectuado los ajustes salariales de los años 2006, 2007 y 2008 sin atender a lo ordenado por la Corte Constitucional al respecto, esto es, durante el año 2006 hizo un ajuste salarial en un porcentaje inferior al índice acumulado de inflación correspondiente al cuatrienio 2002 al 2006; y durante los años 2007 y 2008 se ha limitado a ajustar el índice de inflación del año anterior, dejando de reconocer el acumulado de inflación del cuatrienio 2002 – 2006”, folio 8.
La acción de tutela se pide como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, artículo 8° Decreto 2591 de 1991.

De acuerdo a la doctrina de la Corte Constitucional, el perjuicio irremediable tiene los siguientes elementos:

A- El perjuicio debe ser inminente, es decir que amenace o este por suceder prontamente.

Se diferencia de la expectativa ante un posible daño, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso que justifican medidas prudentes y oportunas para evitarlo y no una mera conjetura hipotética.

B- Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable deben ser urgentes.

C- No basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en relación con la persona.

D- La urgencia y gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable.

Hay impostergabilidad cuando esta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna.

Es claro que en el presente caso no existe perjuicio irremediable, pues si este es grave, urgente e impostergable, no se explica como el actor interpuso acción de tutela el 18 de diciembre de 2008, y en los hechos de la demanda habla de que no se aplicó “el índice acumulado de inflación durante el cuatrienio 2002 – 2006”.
Lo anterior tiene que ver con la inmediatez de la acción de tutela, que constituye un requisito de procedibilidad de la misma.
Al respecto ha dicho la Corte Constitucional, en sentencia T – 132 del 2004 lo siguiente:

“De conformidad con lo establecido por la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de la inmediatez constituye un requisito de procedibilidad de la tutela, de tal suerte que la acción debe ser interpuesta dentro de un plazo razonable, oportuno y justo. Con tal exigencia se pretende evitar que este mecanismo de defensa judicial se emplee como herramienta que premie la desidia, negligencia o indiferencia de los actores, o se convierta en un factor de inseguridad jurídica …”

El actor basa el perjuicio irremediable en el derecho al salario mínimo vital, al decir: “esta disminución salarial me está ocasionando un perjuicio grave, ha desmejorado mi calidad de vida y la de mi familia, toda vez que mi salario constituye el único ingreso para nuestra subsistencia, situación que exige una protección inmediata y por tipificar una disminución salarial en abierta contravía con el mandato constitucional, se torna en irremediable y hace necesaria la protección de los derechos fundamentales que se me están violentando por el mecanismo expedito y efectivo de la acción de tutela como mecanismo transitorio”, folio 10.

Como puede observarse no basta en afirmar que la disminución salarial le ha ocasionado un perjuicio grave e irreversible, sino que es necesario demostrar que se le afectó el mínimo vital.

Para ello debe probar en el caso concreto, el salario que percibe, las obligaciones que tiene, los hijos a su cargo, si los tiene, la cuantía en que se le mermo el salario, etc. 
Pues la tutela, al igual que cualquier proceso, exige demostrar los hechos que se alegan.

Ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T – 796 del 12 de septiembre de 2003, que:

“La tutela no constituye pues, por regla general, el mecanismo idóneo para ventilar conflictos de carácter laboral o económico, ni para ordenar por ejemplo, nivelaciones salariales o el reconocimiento y pago de factores salariales y prestaciones en la medida en que para tales pretensiones, los interesados deberán acudir ante los jueces comunes del trabajo o ante la jurisdicción de lo Contencioso – Administrativo, a menos que se trate de evitar un perjuicio irremediable.”

Y solo excepcionalmente, en caso de sujetos especiales de protección, menores, o personas de la tercera edad, que se les afecten derechos fundamentales, como por ejemplo el mínimo vital, o la vida digna, procede directamente la tutela, por ser insuficientes los mecanismos ordinarios de protección judicial.

O en el caso de existir un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras se decide el proceso ordinario.

La razón de lo anterior se debe a que la tutela es subsidiaria y no procede para modificar las normas que señalan las competencias de los jueces, ni para iniciar procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales.

Ante la no prosperidad del perjuicio irremediable, y al existir otro medios de defensa judicial, es del caso declarar improcedente esta acción de tutela, pues bien puede el actor invocar la acción de cumplimiento, consagrada en la Ley 393 de 1997, con el fin de que se de cumplimiento a los Decretos a que alude el tutelante, referentes a los ajustes salariales.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución.

FALLA

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la presente acción de tutela.
SEGUNDO: NOTIFIQUESE a las partes esta decisión por el medio mas idóneo.
TERCERO: Si no fuere impugnada, ENVIESE lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.



Notifíquese y Cúmplase.


Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES 

ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria.
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